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LOS JUICIOS DE AMPARO CONTRA LA NACIONALIZACION
DEL SERVICIO PUBLICO DE LA BANCA Y DEL CREDITO.
VERSION PRELIMINAR

Manuel GonzArez OROPEZA

Sumario: I. Predmbulo. 11. Los consorcios bancarios y el articu-
lo 28 constitucional. 111, Conceptos de violacién en la demanda
de amparo contra la nacionalizacién de la banca.

I. PREAMBULO

Los decretos presidenciales del 1° y 6 de septiembre de 1982 por medio
de los cuales se nacionalizé el servicio pablico de la banca y del crédito
y se establecié el control generalizado de cambios, han servido —sin
duda— como predmbulo para la reforma constitucional del capitulo, atn
no formalizado, de la economia nacional que fuera promovida durante
diciembre de 1982.

La medida nacionalizadora aunque reciente en su gestacién? y mds
ain en su implementacién, habfa sido una medida gubernativa larga-
mente deseada por los sectores socialistas del pais, que tuvo finalmente
como méxima expresién el proyecto del 5 de octubre de 1965, su-
primiendo el articulo 28 y estableciendo un capitulo de la economia
nacional.?

México ha sido un pais con experiencia en las nacionalizaciones. En
la historia econémica del presente siglo, se observa el gradual avance
de la recuperacién de sectores claves de la economia nacional por el
Estado. Partiendo de la recuperacion de los recursos naturales, como en
el caso de la expropiaciéon petrolera del 18 de marzo de 1938, ha pa-
sado el Estado por la recuperacién de industrias, como la eléctrica el 27
de septiembre de 1960 y, finalmente, la absorciéon de prestacién de
servicios publicos, como lo es el de banca y crédito del 19 de septiem-
bre de 1982.

1 Se ha mencionado que los estudios formales de la nacionalizaciéon de la banca
comenzaron con la devaluacién del peso mexicano efectuada el 5 de agosto de 1982.
Ramirez, Carlos, “La nacionalizacién de la banca rectifica el rumbo del pais”, en
David Colmenares et al., La nacionalizacién de la banca, Terra Nova, 1982.

2 Cfr. Congreso de la Unién, Los Derechos del Pueblo Mexicano, Porria, 1978,
t. V, pp. 50 a 90. .
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Las expropiaciones por causa de utilidad ptblica, segin lo previene
el articulo 27 constitucional, han sido el medio predominante para efec-
tuar estas nacionalizaciones. La tnica excepcién la constituye la nacio-
nalizacién de la industria eléctrica que en 1960 se adqulneron mediante
compraventa de las acciones y bienes de dos compaiifas extranjeras: la
American & Foreign Power Co. y la Mexican Light Co.

En consecuencia, la nacionalizacién petrolera y la nacionalizacién
bancaria guardan desde éste y muchos otros puntos de vista una afini-
dad singular; a pesar de que los propios ex-banqueros en su demanda
de amparo contra la nacionalizacién advirtieran, a manera de aclaracién,
que habia diferencias entre las expropiaciones de 1938 y la de 1982, de
entre las que se destacaron las siguientes: a) En la expropiacién petro-
lera hubo una rebeldia de las empresas para acatar el laudo pronuncia-
do por la Junta Federal de Conciliacién y Arbitraje en el expediente
305/937; b) La expropiacién de 1938 versé sobre bienes de compafiias
extranjeras, y ¢) El decreto expropiatorio de 1938 precis6 cémo y de
dénde se tendria que pagar la indemnizacién (lo cual aun asi las com-
pafifas petroleras se inconformaron por la vaguedad en la forma y pro-
cedimiento a seguir en el pago de la indemnizaci6én).?

Pero la opinién publica en general y el sector socialista en especial
aplaudieron efusivamente la medida nacionalizadora, equiparindola en
su trascendencia politica, econémica e histérica a la expropiacién petro-
lera. La nacionalizacién bancaria significé la emancipacién financiera
del Estado mexicano con relacién a un poder privado de fuerza paralela,
asi como la expropiacién petrolera habia significado la autodetermi-
nacién de la soberania nacional sobre los recursos naturales frente a
corporaciones extranjeras. En todo caso, la nacionalizacién bancaria re-
presenté la confirmacién del Estado de su papel rector en la economia
(tal como lo consagra el actual articulo 25 constitucional) ante fuerzas
oligopdlicas internas, mientras que la expropiacién petrolera lo habia
sido ante fuerzas oligopélicas externas. Una y otra nacionalizacién se
completamente asi desde la perspectiva histérica de la emancipacién eco-
némica de nuestro pais.

De esta manera, la nacionalizacién bancaria es fundamentalmente una
medida de indole politico-econémica, implementada en un marco juri-
dico dado. La trascendencia e importancia de la medida es de tal mag-
nitud que merecié una precisiébn constitucional, a través de la subse-
cuente reforma al liberal articulo 28 constitucional, y que el 17 de
noviembre de 1982, fuera adicionado con un parrafo quinto para con-
sagrar la prestacién exclusiva por parte del Estado, del servicio puablico
de banca y crédito.

3 Demanda -de Amparo bromovida por Carlos Abedrop y coag. contra el Decreto
expropiatorio del 19 de septiembre de 1982 y otros actos, pp. 14 a 18. Exp. nim.
326/82, Juzgado Séptimo de Distrito en materia Administrativa en el Distrito Federal.
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La fascinante argumentacién en torno a la nacionalizacién bancaria
resulta tan interesante no sélo para el economista y el politélogo, sino
especialmente para el estudioso del derecho. Como toda medida de
gran importancia, la nacionalizacién bancaria espera el juicio histérico
sobre su conveniencia politica y econémica; sin embargo, desde el pun-
to de vista juridico, pueden ya efectuarse algunas consideraciones a
través del enfoque del derecho constitucional.

Para el anilisis de estas consideraciones son dignos de tomarse en
cuenta los distintos juicios de amparo promovidos, tanto por los ex-ban-
queros afectados por la nacionalizacién, como por otros interesados que
adujeron perjuicio con el control generalizado de cambios.

De los principales juicios de que se tiene noticia, diez fueron promo-
vidos en Juzgados de Distrito en materia administrativa en el Distrito
Federal * y dos en el Juzgado de Distrito en Nogales, Sonora.’

Los quejosos consideraron violatorios de la Constitucién, practicamen-
te todos los actos de autoridad derivados de los derechos de naciona-
lizacion bancaria y de control general de cambios. Asi pues, se promovi6
juicio de amparo contra el derecho de aacionalizacién (326/82), se
interpusieron varios amparos (320/82 y 348/82) contra el decreto que
establecié el control generalizado de canibios. Asimismo se promovieron
sendos amparos tanto para la reforma’ constitucional del articulo 28 cons-
titucional, publicada el 17 de noviembre de 1982 (410/82), como para
la expedicién de la Ley Reglamentaria del Servicio Ptblico de Banca
y Crédito publicada el 31 de diciembre de 1982 (37/83).

II. LOS CONSORCIOS BANCARIOS Y EL ARTICULO 28
CONSTITUCIONAL

La inclusién de un articulo como el 28 constitucional dentro del ti-
tulo relativo a las garantias individuales de nuestra Carta Magna, asi
como la revisién y genealogia de su contenido, hacen concluir sobre su
filiacién netamente liberal que ya desde 1917 era incompatible con el
papel rector del Estado en la economia.®

+ Dichos juicios fueron los siguientes: a) En el Juzgado Cuarto de Distrito 320/82
y 410/82; b) Juzgado Quinto de Distrito 353/82 y 361/82; c) Juzgado Sexto de
Distrito 37/83: d) Juzgado Séptimo de Distrito 326/82 y 379/82; e) Juzgado Oc-
tavo de Distrito 348/82 y 352/82, y f) Juzgado Noveno de Distrito 322/82.

5 Juzgado Segundo de Distrito en Nogales, Sonora, 375/82 y 393/82.

8 Ver, entre otros articulos, los siguientes: Carrillo Flores, Antonio, “La Constitu-
cibn y la accién econémica del Estado” en Revista Mexicana de Derecho Piblico,
julio-septiembre 1938, t. I, ntm. 1, pp. 24 y ss. Del mismo autor “Las facultades
constitucionales del Estado federal mexicano en materia econémica” en El Mercado
de Valores, afio XII, ntim. 36, 8 de septiembre de 1952; Cfr. De la Madrid, Miguel,
“Economia y derecho”, en sus Estudios de Derecho Constitucional, UNAM, 1977,
. 28; Mtjica Montoya, Emilio, “El articulo 28 y sus repercusiones en la vida eco-
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La filosofia iusnaturalista heredada fundamentalmente desde la Cons-
titucién de 1857, imprimia extensivamente a todas las garantias indi-
viduales, la categoria de constituir el fundamento de las instituciones
sociales y el freno a la accién estatal, implicitamente considerada como
extrafia y hostil a la inviolable esfera de los ciudadanos.”

Al consagrarse como garantia a la libre concurrencia de las fuerzas
econémicas en el mercado, y catalogar como prohibidos, por principio,
a los monopolios estatales, se considera a la accién del Estado en la
economia como una excepcion, salvo las contadas salvedades que el pro-
pio articulo menciona, a la que hay que limitar como un peligro a la
libre concurrencia.

Esta disposicién incongruente vertida en el articulo 28 constitucional
ha sido ampliamente desbordada por la realidad en México. Aun antes
de su consagracién en la Constitucién de 1857, la intervencién estatal
en la economia, no incomoda a los conservadores sensatos como Lucas
Alamdn, quien promoviera la creacién de un Banco de Avio para fo-
mento de la industria nacional (1830). Otras medidas para garantizar
la libre concurrencia como la prohibicién constitucional de cobrar las
alcabalas o portazos que requirieron de cinco modificaciones constitu-
cionales sucesivas para finalmente hacerlas efectivas.®

Otro paso fundamental habia sido la creacién del Ministerio de Fo-
mento, Colonizacién, Industria y Comercio en 1853, por medio del cual
se capacitaba al Estado para intervenir activa y organizadamente en
la economia nacional y cuya accién mas significativa se elabor6 en tor-
no a la formacién de una red ferroviaria.?

Aun dentro del Congreso Constituyente de 1856-1857 hubo diputados
que aceptaban més excepciones a la libre concurrencia por una mayor
accién estatal. Ignacio Vallarta y los aranceles para el comercio exte-
rior, el voto particular de Isidoro Olvera sobre la propiedad, y el pro-
teccionismo estatal sobre los contratos de trabajo por Ignacio Rami-
rez, fueron, entre otras manifestaciones, voces representativas de una
tendencia social dentro del liberalismo econémico.r®

Es de interés, igualmente, sefialar la federalizacién de la legislacién

némica”, en La Constitucion de 1917 y la economia mexicana, Escuela Nacional
de Economia, UNAM, 1958, pp. 180 y 181.

7 Noriega, Alfonso, La naturaleza de las garantias individuales en la Constitucion
de 1917, UNAM, 1967, capitulo 1V,

8 Estas reformas posponian la vigencia de la prohibicién original sobre alcabalas
que, a ejemplo de la Constitucién americana, trataba de suprimir los obsticulos
a la libre transportacion de mercancias de un Estado a otro, fragmentando asi el
comercio nacional. Las reformas modificaron los afios topes de 1858, 1862, 1884,
1886 y finalmente 1896.

9 Florescano, Enrique, y Lanzagorta, Maria del Rosario, “Politica econémica” en
La economia mexicana en la época de ]wirez SEP, 1976.

10 Rangel Couto, Hugo, Derecho econdmico, Porraa, pp. 71 y 72; Manue] Loza
Macias, El pensamiento econdmico y la Constitucion de 1917, Ed Jus, 1959.
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mercantil que;, mediante reforma constitucional del 14 de diciembre de
1883, permitié al Estado la promulgacién de un Cédigo obligatorio en
toda la Republica que estableciera no sélo los principios normativos del
comercio sino, especialmente, tal como el precepto reformado lo esta-
blecié en forma expresa, los referentes a las instituciones de crédito.

Una vez promulgado el Cédigo de Comercio el 20 de abril de 1884,
se decide el titulo decimotercero a regular, por primera vez, a los ban-
cos. La tutela estatal de los bancos era clara, pues en el articulo 954 se
determind: “No podran establecerse en la Republica bancos de emision,
circulacién, descuento, depdsitos, hipotecarios, agricolas, de mineria, o
con cualquier otro objeto de comercio, sino con autorizacién de la Se-
cretarfa de Hacienda, a juicio del Ejecutivo Federal y llenando los re-
quisitos y condiciones establecidos en este Cédigo.”

Los bancos privados en México nacieron asi bajo el completo control
y vigilancia del Estado. Ni la libertad de profesién, industria y trabajo
de entonces (articulo 4° de la Constitucién de 1857), se consideraba
violentada por el régimen de autorizacién estatal para poder operar so-
ciedades bancarias.

A partir del 19 de marzo de 1897 se expide la primera Ley General
de Instituciones de Crédito con el fin de especializar la regulacién del
sistema bancario en México. Desde entonces, el desarrollo legislativo
de la materia reconoce la expedicién de tres leyes posteriores que han
adoptado progresivamente el incremento de la intervencién estatal en
las instituciones bancarias. La Ley General de Instituciones de Crédito
y Establecimientos Bancarios del 31 de agosto de 1936 contemplé tanto
las facultades de la Comisién Nacional Bancaria (29 de diciembre de-
1924) como del Banco de México (25 de agosto de 1925) que fueron
creados como instrumentos directos del Estado en la supervisién del ser-
vicio publico de la banca y crédito.’* Este sistema se consolida con la
Ley de 1932 y continta a través de la Gltima Ley de Instituciones de
Crédito del 3 de mayo de 1941.

La historia de la banca privada en México demuestra al tendencia de
control y proteccionismo del Estado. Los principios de las instituciones
bancarias, cuando todavia se reconocian multiples bancos de emision,
estan ligados a las emisiones desproporcionadas de dinero y fuga de
capitales que hicieron crisis tan pronto como en 1908 y 1913.2 Con la
revolucién constitucionalista, Carranza evidenci6 los privilegios y abusos
de los bancos autorizados hasta el 15 de septiembre de 1916. Se prc-

11 Tturriaga de la Fuente, José, La revolucion hacendaria, la hacienda piblica
con el presidente Calles, SEP, 1976, pp. 136 a 148; Jests Rodriguez y Rodriguez,
Derecho Bancario, 6* edicién, Porrta, 1980, p. 27.

12 Manero, Antonio, La reforma bancaria en la Revolucidn Constitucionalista, Bi-
blioteca del Instituto Nacional de Estudios Histéricos de la Revolucién Mexicana,,
1985, pp. 17 y 24.
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tendié crear el Banco Unico de Emisién como expresién del principio
que “la emisién de billetes debe ser privilegio exclusivo de la Nacién”,
asi como lograr la regularizacién de los bancos y su apego a los con-
troles de la ley de 1897.

No obstante lo anterior, los debates del Congreso Constituyente ya
anunciaban en las sesiones del 16 y 17 de enero de 1917 el paso que
no pudo darse sino hasta 1982. El portavoz fue el diputado Francisco
Mugica quien en relacién con el articulo 28 constitucional expresé: “Veo
en el establecimiento de este banco controlado por el gobiemo algo
muy inmediato: la muerte de los demas bancos, que son enemigos ju-
rados del pueblo mexicano...” **

A pesar de estas animosidades e infracciones a los sistemas legales,
los bancos al ser originariamente fundados y respaldados por bancos
extranjeros, representaban un poder financiero al cual el Estado pos-
revolucionario no podia enfrentar abiertamente,

Con la consolidacién del Estado mexicano y al implementar las me-
didas de control bancario en los afios veinte y treinta, se inicia un
nuevo periodo de proteccionismo estatal que, alrededor de 1940, se tra-
duce en medidas privilegiadas hacia la banca a cambio del otorgamiento
de créditos para solventar los programas putblicos.!* Entre estas medi-
das resaltan como las mas significativas: a) Otorgamiento de un Esta-
tuto especial para la regulacién de las relaciones laborales entre los
bancos y sus empleados que, soprendentemente, se determin6 en el Re-
glamento Cardenista del 15 de noviembre de 1937,'> ya modificado a
partir de la nacionalizacidn bancaria; b) Régimen privilegiado en cuan-
to a las reglas de quiebras establecidas por reformas a la Ley General
de Instituciones de Crédito efectuadas en 1942, en contravencién a lo
dispuesto por la Ley de Quiebras y Suspensién de Pagos de 1943. Este
privilegio fue suprimido hasta las reformas al articulo 109 de la Ley
Bancaria efectuadas el 26 de diciembre de 1978, y ¢) Fortalecimiento
del sistema a través de diversas ramas a la Ley Bancaria que durante
los afios de 1974, 1978 y 1981 se efectuaron para consolidar el sistema
de banca universal o multiple.’®

Al respecto cabe resaltar la retérica empleada en las reformas como
de completo apoyo y preocupacién por la banca privada. En la expo-

13 Idem, p. 100.

1+ Quijano, José Manuel, México: Estado y Banca privada, CIDE, Coleccién Eco-
némica 3, noviembre 1981, pp. 134 a 138.

15 Gémez Gonzilez, Arely, El régimzn laboral de los trabajadores bancarios,
Porrtia, 1977, p. 106; Ramirez, Braulio, “La banca mexicana: restriccién de derechos
labora'es y régimen de excepcién” (en prensa).

1% Cfr. FINASA, Ley General de Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxi-
liares, 1982, pp. 539 a 552.

17 Acosta Romero, Miguel, La banca miltiple, Porria, 1981, capitulo decimo-
primeio.
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siciéon de motivos de las reformas de 1978, Lépez Portillo expresé:

Las ventajas de esta nueva estructura bancaria han permitido que los gru-
pos financieros existentes obtuvieran, al fusionarse, una mayor coordinacién
en sus pcliticas y operaciones en mejores condiciones de eficiencia, y que
surgieran instituciones de banca multiple mediante la fusién de institucio-
nes pequeiias que han mejorado su situacién competitiva, propiciando una
mejor distribucién de recursos en el sistema, un desarrollo bancario mas
equilibrado y un freno a las tendencias oligopélicas (sic) .18

En este mismo tono, las reformas de 1981 contienen tendencias favo-
rables a la concentracién de capital bancario. En el Senado, las Co-
misiones Unidas que rindieron dictamen sobre las iniciativas de estas
reformas, afirmaron que: “Es propésito del presidente de la Republica
la introduccién a la legislacién vigente, de nuevos instrumentos que fa-
vorezcan el desarrollo y consolidacién de las instituciones de crédito.” *

Con éstas y otras medidas que promovieron el fortalecimiento del sis-
tema bancario privado, las instituciones concentraron un capital y poder
econdémico que llegaron a constituir el poder econémico mas importante
de México en la época de crisis mas aguda, tan aguda que hasta el
consorcio industrial méas poderoso del pais, Grupo Alfa, se tambale6 por
la insolvencia de su deuda externa.

El poder financiero de los bancos alcanzé un grado mdaximo de con-
centracién a partir de 1978, ya que los 243 bancos existentes antes de
ese afio, y debido a las funciones oligopélicas propiciadas por las re-
formas a la Ley Bancaria, se redujeron significativamente a sélo 63 ins-
tituciones en 1981 y se asevera que, de no haberse nacionalizado el
sistema, el fenémeno de concentracién hubiera continuado provocando
quiz4 la desaparicién de cuatro bancos mis en un periodo inmediato.?°
Esta concentracién tenia como consecuencia que el sistema bancario se
viera controlado por cuatro corporaciones cuyas operaciones represen-
taban el 70% de toda la actividad bancaria. Dichas corporaciones eran:
Bancomer, Banamex, Serfin y Comermex.

Ademas, estas corporaciones ofrecian antes de la nacionalizacién un
panorama ‘de atribucién con capital industrial nacional y bancario extran-
jero sin precedente.

Con la industria nacional, los consorcios bancarios estaban estrecha-
mente asimilados a determinados grupos industriales, Bancomer y Ba-
namex eran cabezas de multiples industrias mientras que los otros bancos

18 Cfr., FINASA, op. cit.,, p. 554.

12 Sesién del 27 de diciembre de 1981, Diario de los Debates de la Cdmara de
Senadores, p. 4.

20 Ramirez, Carlos, “El poder financiero de la banca privada”; Angeles, Luis, “Un
cuadro para la historia” y “La altima Convencién Bancaria”, en David Colmenares,
et. al., op. cit., pp. 32, 47 y 64.
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eran controlados por otros grupos.?* La concurrencia de ello es la con-
centracién de capital y toma de decisiones que las instituciones banca-
rias o industriales adquirieron, haciendo de esta manera ilusoria la su-
puesta libre concurrencia del articulo 28 constitucional, pues estas con-
centraciones redundan en la formacién de oligopolios, en la destruccién
de la libre competencia, determinacién de precios y, en general, en el
control de la politica y la economia.??

Pero ademaés, las instituciones bancarias estaban ligadas a consorcios
internacionales como Inter Mexican Bank, Libra Bank y Euro Latina-
merican Bank.?* Lo cual propiciaba la exportacién de divisas que, desde
1973, estaba promovida por las oficinas y sucursales de bancos mexica-
nos abiertas en el extranjero.

De esta manera podemos concluir que el espiritu liberal del articu-
lo 28 constitucional ha sido transformado profundamente por el sector
publico y por el sector privado, por la tradicién histérica y la realidad
econdmica, por la legislacién secundaria y, ahora, por las propias refor-
mas constitucionales de 1982. Es un articulo, en fin, que mas valiera
que desapareciera como lo propuso Vicente Lombardo Toledano en
1965, para evitar tropiezos en el flamante capitulo econémico de la
Constitucion.

El concepto de monopolio estatal quedé atras y la nueva designacién
de rectoria del Estado en la economia demuestra no sélo un eufemismo,
sino toda una actitud elevada a rango constitucional.

III. CONCEPTOS DE VIOLACION EN LA DEMANDA DE
AMPARO CONTRA LA NACIONALIZACION DE LA BANCA

El 17 de septiembre de 1982, Lépez Portillo enviaba a la Cimara de
Diputados la iniciativa de reformas al articulo 28 constitucional para
incluir dentro de los monopolios de Estado “tolerados” a la prestacién
exclusiva del servicio publico de la banca y el crédito y acabar con el
sistema de autorizaciones. De la misma manera habia actuado Léazaro
Cardenas cuando envié su iniciativa de reformas al parrafo sexto del
articulo 27 constitucional para excluir el sistema de concesiones en la
explotacién por particulares del petréleo. No obstante, la iniciativa de

21 Es impresionante la revision de empresas bajo el control de la banca privada.
Cfr. Colmenares, David, et al.,, op. cit., pp. 253 a 261 y Miguel Angel Granados
Chapa, La banca nuestra de cada dia, Océano, 1982, pp. 141 a 144. Ver también
“Diluvio de empresas al Estado” en El Financiero, 3 de septiembre de 1982, pp. 1
y 6, y Arturo Cantd, “El proyecto nacional independiente” en Unomdsuno, 10 de
septiembre de 1982.

22 Markley, Roberts, “The interlock of corporate power” en Mark Green y Robert
Massie Jr., The big business reader, The Pilgrim Press, 1980, pp. 457 a 465.

2% Quijano, José Manuel, “La banca nacionalizada: antecedentes y consecuencias”
en La Banca: pasado y presente, CIDE, 1983, p. 347; Carlos Ramirez, “La banca
mexicana con ropaje transnacional” en David Colmenares et al., op. cit., pp. 35 a 37.
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Cardenas esperé pacientemente el decreto de expropiacién y la declara-
toria de su constitucionalidad por la Suprema Corte de Justicia.** La
reforma constitucional fue aprobada el 9 de noviembre de 1940.

El 22 de septiembre de 1982, veintiuna de las antiguas instituciones
bancarias promovieron juicio de amparo contra la nacionalizacién lle-
vada a cabo por decretos presidenciales. La sociedades quejosas habian
confiado la representacién comin de su causa a Carlos Abedrop Da-
vila, quien hasta antes de la nacionalizacién habia fungido como pre-
sidente de la Asociaci6én Nacional de Banqueros. Abedrop, por su par-
te, confi6 la preparacién y sustanciacién del amparo a Ramén Sanchez
Medal, quien a su vez se ostenté como representante legal de los ban-
cos B.C.H., S. A., y Banca de Provincias, S. A., mismos que le habian
conferido tal caricter mediante escrituras publicas expedidas con pos-
terioridad a la nacionalizacién bancaria.?.

La demanda de amparo lejos de ser un documento privado, la efer-
vescencia de los acontecimientos propicié su gran publicidad, tal como
sucedié con la demanda del 10 de noviembre de 1938 interpuesta por
las compafifas petroleras encabezadas por la Compafifa Mexicana (sic)
“El Aguila”, S. A. Los pronunciamientos a favor y en contra de lo que
representaba la demanda de septiembre de 1982, comenzaron de inme-
diato y se desencadenaron particularmente a partir de los dias 23 y 24
de ese mes, llegando incluso hasta desplegados de la Barra Mexicana
y de otras agrupaciones de profesionales del derecho.?®

Es nuestra opinién que las dos demandas que se han interpuesto con-
tra las nacionalizaciones mads significativas de México, la petrolera y la
bancaria, ofrecen argumentos tan similares que un analisis de ambas se

2+ La diferencia entre ambas reformas constitucionales es el lapso en que se
dieron y prosperaron. En el caso de la expropiacién petrolera el proceso fue rela-
tivamente lento ya que surgié a raiz del problema laboral iniciade en 1937 y culminé
con la reforma de 1940; mientras que en el caso de la nacionalizacién bancaria
todo se llevd a cabo de septiembre a noviembre de 1982.

25 Cfr. Demanda de amparo, ver supra ntm. 3, pp. 92 y 93. La consecuencia
legal de la expropiacién, aunque no produce ipso jure la disolucién de las socie-
dades anénimas que fungian como instituciones bancarias, si produce la causal de
“imposibilidad de seguir realizando el objeto principal de la sociedad” a que se
refiere el articulo 229, fraccién II, de la Ley General de Sociedades Mercantiles.
Jorge Barrera Graf, “El decreto de nacionalizacién de la banca, aspectos mercanti-
les”, Legislacion y Jurisprudencia, aiio II, vol. 11, nim. 37, septiembre-diciembre
1982, Instituto de Investigaciones Juridicas, UNAM, 1983, pp. 926 y 927.

26 La Barra Mexicana publicé un desplegado “en defensa del Estado de Dere-
cho” para senalar las violaciones constitucionales del decreto expropiatorio, Cfr.
Excélsior, 10 de noviembre de 1982, p. 16-A. Por su parte, el Colegio de Abogados
de México se habia pronunciado a favor de la nacionalizacién de la banca. Cfr.
Unomdsuno, 10 de septiembre de 1982, y José Rivera Pérez Campos, a titulo per-
sonal, publicé un desplegado en que con relativa minuciosidad hace una critica
de la demanda de amparo interpuesta por los ex-banqueros, Cfr. Excélsior, 12 de
noviembre de 1982, p. 12-A.
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presenta como indispensable. Este es un aspecto en que la supuesta dife-
rencia de las dos nacionalizaciones, segin expresaron los ex-banqueros,
no se justifica, pues al respecto, los intereses y argumentos de las socie-
dades mexicanas dedicadas a la banca, coinciden grandemente con los
hechos valer por las empresas extranjeras dedicadas a la explotacién pe-
trolera. En esta materia, poca relevancia tiene el hecho de tratarse de
una sociedad mexicana o extranjera.

A continuacién ofrecemos los argumentos y conceptos de violacién
de ambas demandas:

MANUEL GONZALEZ OROPEZA

DEMANDA DEL 22 DE SEPTIEMBRE DE
1982

DEMANDA DEL 10 DE NOVIEMBRE DE
1938 27

A. Actos reclamados

1. Expediciéon y promulgaciéon de la
Ley de Expropiacién (23 de noviem-
bre de 1936)

A. Actos reclamados

1. Aprobacién y expediciéon de la Ley
de Expropiaciéon

2. Promulgacién de la Ley de Ex-
propiacion

2. Expedicién y promulgacién del De-
creto que establece la nacionalizacién
de la Banca Privada (1° de septiem-
bre de 1982)

3. Aplicacién en perjuicio de la que-
josa de la Ley de Expropiacién con
motivo del acuerdo contenido en el
decreto expropiatorio (18 de marzo

de 1938)

5. Actos y procedimientos de la Se-
cretaria de Economia Nacional en la
ejecucién del Decreto expropiatorio

3. Expedicién y promulgacién del De-
creto que dispone que las institucio-
nes de crédito que se enumeran, ope-
ren con el caricter de Instituciones
Nacionales de Crédito (6 de septiem-
bre de 1982)

4, Refrendo de los 17 Secretarios
de Estado, del Jefe del Departamen-
to y del Director del Banco de Mé-
xico del Decreto del 1° de septiembre
de 1982.

27 Los datos que en lo sucesivo se vierten sobre la demanda de amparo de 1938,
son recogidos de la “Ejecutoria dictada el 2 de diciembre de 1939, en el amparo
promovido por la Compafiia Mexicana de petréleo ‘El Aguila’, S. A. y coagraviados,
contra el decreto de 18 de marzo de 1938 y su ejecucién y la Ley de Expropiacién
de 23 de noviembre de 1936”, publicada en la recopilacién de Juan Barona Lobato
sobre La Expropiacién Petrolera, tomo 1, Secretaria de Relaciones Exteriores, 1974,
pp. 202 a 302. Los numerales que aparecen en esta columna corresponden al orden
en que aparecen en dicha ejecutoria.
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5. Invalidacién, retiro o transmisién
de los derechos emanados de la auto-
rizacion, mal llamada concesién, a
favor de las sociedades quejosas.
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6. Ocupaciones y tomas de posesién
de todos y cada uno de los bienes
que integraban el patrimonio de las
quejosas, incluyendo las acciones re-
presentativas de capital.

7. Todos los efectos o consecuencias
que se deriven o puedan derivarse
de los actos reclamados.

6. Todos los actos y consecuencias que
se deriven o puedan derivarse de los
actos relacionados.

B. Preceptos constitucionales violados

Articulos 18, 14, 16, 21, 22 v 27

4. La resolucién del 18 de octubre
de no revocacion de la declaracién de
expropiacion,

B. Preceptos constitucionales violados

Articulos 4, 18, 14, 16, 21, 22, 27
y 28

C. Concentos de violacion

1. Inconstitucionalidad de la Ley de
Expropiacién:

1.1. Ausencia de refrendo completo
(art. 92 const.).

1.2. Ausencia de orden judicial para
la ocupacién y de pago de una verda-
dera indemnizacién (art. 27 const.).

1.3. Violacién a la garantia de pre-
via audiencia (art. 14 const.). El re-
curso de revocacién  insuficiente.

C. Conceptos de violacion

1. Inconstitucionalidad de la Ley de
Expropiacion:

1.3. Ausencia de procedimiento judi-
cial para ocupacién de la propiedad.

1.4. Vaguedad en la forma de indem-
nizar.

1.5. Privaciéon de la propiedad sin
el cumplimiento de las formalidades
esenciales del procedimiento,

2.6 y 3.5. Indemnizacién sujeta a pa-
gos aleatorios pudiendo, en conse-
cuencia, exceder el plazo para su

pago.
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2. Violaciones directas a garantias in-
dividuales por los decretos:

2.1. Violacién a la garartia de pro-
piedad.

2.2. Violacién de la garantia de au-
diencia.

2.8. Violacién a la garantia de igual-
dad ante la ley y ante las autoridades
{art. 13 const.).

2.4.1. Violacién a la garantia que re-
serva a la autoridad judicial la impo-
sion de penas (art. 21 const.).

2.4.2. Violacién a la garantia del jui-
cio previo para toda privacién de
bienes a un particular.

2.5. Violacién a la prohibicién de con-
fiscacién de bienes (art. 22 const.).

2.6. Violacién de las decisiones fun-
damentales de la Constitucién (arts.
1%, 5, 27, fr. V, 28 y 133).
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1.1. La expropiacion sélo procede
tratdndose de propiedad inmobiliaria
(art. 27).

1.6. Compromete el crédito nacional
cuando la indemnizacién excede un
solo periodo presidencial.

2. Violaciones por el decreto expro-
piatorio:

2.5. El Decreto constituye un acto
de verdadera confiscacién.
4.3. No reconocimiento de derechos
patrimoniales sobre el subsuelo v no
indemnizacién (recurso).

2.1. Sancién de una nacionalizacién
sustrayendo de la actividad econ6émi-
ca a los particulares, creando un mo-
nopolio estatal. '
2.2, Violacién a la garantia de in-
dustria y comercio.

3. Infracciones a leyes secundarias y
por ende, garantias individuales:
3.1. Violacién a la Ley de Expropia-
cidon por no adecuar la causa de uti-
lidad ptblica.

3. Decreto expropiatorio no ajustado
a la Ley de Expropiacién:

1.2. Incorrecta aplicacién del concep-
to de utilidad e interés publicos.
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3.2 Violacién a la Ley General de
Instituciones de Crédito por no apli-
car las sanciones que determina en
lugar de haber expropiado.

3.3. Violacién de la Lev de Expro-
piacién por haber ocupado bienes ya
destinados a un servicio pablico.
3.4. Violacién a la Ley de Expropia-
cién por falta de tramitacién del ex-
pediente.

8.5. Incumplimiento de la Ley de
Expropiacién por condicionar el pago
de la indemnizacién.

3.6. Inobservancia de la Ley de Ex-
propiacion por falta de identificacién
de los propietarios afectados.

3.7. Infraccién a la Ley de Expro-
piacién por falta de sefialamiento con-
creto de los bienes expropiados.

3.8. Infraccién al Cédigo Civil por
no aplicar las reglas generales de to-
dos los contratos.

3.9. Violacion a la garantia de fun-
damentacién y motivacién (art. 16
const.) y de falta de competencia del
Ejecutivo para retirar, sin audiencia
previa, a las quejosas de sus respec-
tivas autorizaciones.

3.10. El Decreto del 6 de septiembre
de 1982 no fue refrendado por el
titular de la Secretaria de Hacienda,
sino por el Subsecretario contravinien-
do la indelegabilidad de facultades
expresas.
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2.3. Violacién de la causa de utilidad
piiblica.

3.3. Interpretacién inadecuada de la
causal de utilidad piblica de la Ley
de Expropiacién.

3.4. Hacer consistir la expropiacién
en una sancién por la rebeldia en el
cumplimiento del laudo de la Junta
Federal de Conciliacién y Arbitraje.

3.1. Fulta de tramitacién del expe-
diente por parte del Secretario del
ramo.

3.7. Ocupacién inmediata sin ade-
cuarse a los preceptos de la Ley de
Expropiacion.

2.4, Toda expropiacién debe versar
sobre bienes determinados, esto es,
individualizados.

4.1. Retiro de la concepcién sin mediar
una declaracién de caducidad, afec-
tando a las quejosas en sus libertades
de industria y comercio.

4.5. Resolucién del recurso adminis-
trativo de revocacién, sin la debida
fundamentacién ni motivacién.

3.2, Resultando de la falta de sefiala-
miento de bienes, el Ejecutivo delegé
indebidamente en el Secretario de
Economia Nacional la facultad de su
determinacion.

8.6. Delegacién en el Secretaric de
Hacienda para la determinacion de la
forma en que se hara el pago de la in-

demnizacion.
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4. Derechos derivados de la conce-
sion.

4.2. Privacion de derechos adquiri-
dos previos a la vigencia de ia Cons-
titucién de 1917.

4.4. Desconocimiento de indemniza-
cién de yacimientos confirmados por
concesion.

**2 Es de hacerse notar que ademas,
se aducen nueve conceptos de viola-
cién en virtud de la ejecucion del
Decreto expropiatorio de 1938.

Para efectuar un analisis de los conceptos de violacién mencionados err
el anterior cuadro, los separamos en los rubros aludidos, siguiendo el
orden de la demanda de 1982.

1.1. Ausencia de refrendo completo. El refrendo a que se refiere el
articulo 92 constitucional representa una institucién politica con los mis-
mos defectos que en el plano econdmico se han enunciado respecto del
articulo 28 constitucional. Disposiciones que han caducado al paso
del tiempo y por la transformacién de la realidad, pero que han perma-
necido momificadas en el texto constitucional,

El refrendo proviene desde la Constitucién de Cadiz y su entorno
politico es el del sistema parlamentario, por medio del cual se hace
factible la responsabilidad politica de los ministros ante la inmunidad
del monarca. En un sistema presidencial donde si hay procedimientos.
para fincar responsabilidad politica al titular del Poder Ejecutivo, asi
como a los secretarios de Estado, resulta dificil justificar al refrendo,
pues mas bien provoca al contubernio o la corresponsabilidad que, dado
nuestro juicio politico, no es necesario ni uno ni otro, puesto que la
responsabilidad se individualiza.

Felipe Tena Ramirez sugiere que en nuestro sistema, el refrendo pue-
de servir para fincar la responsabilidad de indole penal, técnica o po-
litica.?® No obstante, dadas las relaciones de subordinacién, obediencia
y la facultad indiscutible en nuestro medio de la designacién y desti-
tucién de los secretarios de Estado por el presidente de la Republica
(articulo 89 fraccién Il constitucional), el refrendo se ve reducido a
un formalismo de naturaleza no claramente republicana. ,

Por su parte, Antonio Martinez Biez ilustra y propone sobre la cos
tumbre que, a partir de 1917 y hasta el presidente Pascual Ortiz Rubio,
vista la Ley de Expropiacién tiene continuidad hasta Lézaro Cérdenas,
“en el sentido de que los decretos y leyes del Congreso se dirijan por
las Cémaras, con la firma de los presidentes y secretarios de las dos
Cémaras, se dirijan al Presidente y el Presidente promulga, con su sola

28 Derecho constitucional mexicano, 122 ed., Porrta, 1973, pp. 252 y ss.
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firma y se dirige este decreto promulgatorio del presidente al secretario
de Gobernacién para el efecto de que publique la Ley, pero no que
haya necesidad de que se firmen los decretos y leyes del Congreso por
todos aquellos secretarios duplicados”.?®

Efectivamente, la Ley de Expropiacién fue debidamente promulgada
por el presidente de la Repiblica en ejercicio de la facultad constitu-
cional establecida en el articulo 89, fraccién I, que hace del presidente
un coparticipe del proceso legislativo junto con otras facultades cons-
titucionales. El refrendo no puede otorgar a los secretarios de Estado
la categoria de ser coparticipes de dicho proceso, puesto que esta ins-
titucién debe verse referida al inicio de la vigencia y cumplimiento real
de la ley.

En la Ley de Expropiacién aparece el refrendo tnico del secretario
de Gobernacién como titular de las funciones de publicacién de leyes
y decretos al tener a su cargo el Diario Oficial de la Federacién, por
disposicién de la Ley de Secretarias de Departamentos de Estado del 31
de diciembre de 1935, entonces aplicable, y que se ha confirmado por
las subsecuentes leyes organicas de la administracién piblica federal.
José Rivera Pérez Campos aporta en su analisis una ejecutoria que res-
palda lo anterior.®®

1.2 Ausencia de orden judicial para la ocupacién de bienes y de un
verdadero pago de indemnizacién. La naturaleza de la expropiacién
en México fue impresa por el Constituyente de 1916-1917 con caracte-
risticas que la hicieron acorde con la funcién social de la propiedad
privada y con la preeminencia del interés publico con el privado.

La propiedad y las expropiaciones de inspiracién liberal de sistemas
juridicos como el mexicano de 1857, el norteamericano y el francés, son
diferenciables del actual sistema en México. En los primeros persiste la
propiedad como un derecho absoluto (articulo 544 del Cédigo Civil
francés) y en el nuestro, se entiende la expropiacién como una facultad
soberana del Estado (articulo 27 constitucional).’*

A pesar de la rigidez y formalidades de los sistemas liberales y de
que las expropiaciones se efectian ya sea mediante una previa indem-
nizacién (articulo 545 Cédigo Civil francés) *2 o sélo con una justa

28 Intervencién del licenciado Antonio Martinez Biez en el Seminario sobre las
reformas a los articulos del contenido econdmico de la Constitucidn Politica de los
Estados Unidos Mexicano, llevada a cabo el 8 de febrero de 1983 en la ciudad
de México, version estenografica.

30 Amparo en revision 2805/62 Compania Eléctrica de Sinaloa, S. A., vol. XCVI,
primera parte, p. 43. Cfr. Desplegado en Excélsior, 12 de noviembre de 1982.

3t Cfr. Ejecutoria del 2 de diciembre de 1939, supra, nota nim. 27, p. 249.
Eduardo Novoa Monreal, Nacionalizacién y recuperacion de recursos naturales ante
la ley internacional, FCE, 1974, capitulo II.

32 André de Laubadére, Droit Administratif spécial, Presses Universitaires de
France, 1970, pp. 117 a 125.
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retribucién o indemnizacién (Enmienda Quinta de la Constitucién Ame-
ricana), los hechos demuestran que las nacionalizaciones han sido fir-
memente realizadas.

Es conocido por todos el reciente caso francés de la nacionalizaci6n
bancaria. Aunque los cinco mayores bancos ya se encontraban naciona-
lizados desde 1945-1946 (Banque de France, Société Générale, Crédit
Lyonnais, B.N.C.I. y Comptoir d’ Escompte que se transformara poste-
riormente en Banque Nationale de France). Durante la gestién de Fran-
cois Miterrand se completé la nacionalizacién de otros dos grupos fi-
nancieros (Compagnie Financiére de Paris et des Pays Bas y Compagnie
Financiére de Suez).?*

Por su parte, Estados Unidos —el pais liberal por antonomasia— ha
establecido, a través de la Suprema Corte, decisiones que han permitido
la expropiacién por causa de utilidad publica realizadas no sélo por
entidades publicas sino también privadas y, adema4s, sin previa indem-
nizacién.

Si a estas referencias internacionales agregamos la jurisprudencia me-
xicana sobre la exclusién de la garantia de previa audiencia en materia
expropiatoria,®® podemos concluir que tanto esta garantia como el co-
rrecto entendimiento de una indemnizacién, no necesariamente previa,
estan supeditados a la urgencia y expeditez con que se debe obrar ante
supuestos de expropiacion.

1.3. Igual a 12,

2.1. Violacién a la garantia de propiedad. El articulo 27 no otorga
un derecho absoluto de propiedad. El Estado se reserva en todo caso un
dominio eminente que, desde el primer parrafo del articulo 27, se de-
clara constitucionalmente de acuerdo a los principios que rigen la fun-
cién social de la propiedad.®®

Cuando hay una declaratoria de utilidad puablica mediante decreto
de la autoridad administrativa, con fundamento en la Ley de Expropia-
cién, no puede afirmarse que se viole la garantia de propiedad puesto

83 Borde, Dominique, y William W. Eggleston, “The French nationalizations”,
American Bar Association Journal, abril 1980, pp. 422 a 427.

3¢+ Los casos que ilustran esta tesis se encuentran detalladamente expuestos en
Rabasa, Oscar, “Estudio constitucional sobre la expropiacién decretada contra las
compaiifas petroleras en México” (1938), en La Expropiacién Petrolera, op. cit.,
pp. 109 a 171.

35 La garantia de audiencia no rige en materia de expropiacién: tomo LXII,
p. 3021; t. LXIII, p. 4022; t. LXIV, p. 3659; t. LXV, p. 3925, y t. LXXIV, p. 840
(quinta época); Tesis nam, 387 de Jurisprudencia. Cfr. Rivera Pérez Campos,
loc. cit., y Carlos Cruz Morales, La expropiacion de las instituciones bancarias, Circu-
lo de Santa Margarita, s/f., pp. 46 a 49.

36 Mendieta y Nunez, Lucio, El sistema agrario constitucional, PorrGa, 1966,
capitulos II y III.
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que tales derechos estdn sujetos a las modificaciones que, con base al
interés publico, se dicten mediante ley. Lo mismo sucede con la ocupa-
cién de bienes por expropiacién.

2.2. Igual a 1.2.

2.3. Violacién de la garantia de igualdad ante la ley. El tratamiento
de nacionalizar a los consorcios bancarios que representaban la fuerza
econdmica paralela a la estatal y que se mostraba desafiante ante la
crisis econémica de 1982, revela la causa por la cual las quejosas inter-
pretan a la nacionalizacién como una sancién confiscatoria a que se
alude en otros conceptos de violacién.

Efectivamente, del decreto de nacionalizacién se excluyen de la ex-
propiacién, los bienes de la Banca Mixta, Banco Obrero y el Citibank,
El Banco Obrero, como muestra de la creacién de una institucién finan-
ciera del sector social, es comprensible que no se haya incluido en la
nacionalizacién, puesto que no representa una sociedad mercantil, sino
mas bien una expresién de la organizacién social del trabajo.

La Banca Mixta, con el control mayoritario del Estado en las deci-
siones, hacia quiza irrelevante el control estatal. El Banco de México
y la Comisién Nacional Bancaria y de Seguros habian sido cooptados
por los intereses privados bancarios y los controles implementados por
la legislacién y estas estructuras administrativas no habian sido eficien-
tes segtin lo reconocié implicitamente Ldpez Portillo en su altimo in-
forme de gobierno; sin embargo, la nacionalizacién no debe entender-
se Unicamente como el medio para ejercer control eficiente sobre la
prestacién del servicio piblico de la banca y del crédito, sino implica
una expropiacién de la propiedad privada y, lo que es méis importante,
la recuperacién de un servicio piblico que anteriormente se concesio-
naba a particulares.

Es decir, la nacionalizacién bancaria como tal es la exclusién de in-
tereses privados en la toma de decisiones y capital de las instituciones
de crédito. La Banca Mixta, aunque bajo el completo control del Estado,
cuenta con un capital privado minoritario que es incompatible con la
medida nacionalizadora. A lo anterior cabe agregar que si la reforma
constitucional del articulo 28 efectuada en noviembre de 1982, estable-
cié que el servicio piblico de banca seria prestado exclusivamente por
el Estado, esto equivale a sefialar que hay un “dominio directo” sobre
la prestacién del servicio y no puede concesionarse o autorizarse capital
ni participacién privada,

2.4.1. Igual a 2.3.

2.42. Igual a 1.2. y 2.1.
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2.5. Violacién a la prohibicién de confiscacién de bienes. Constitu-
cional y jurisprudencialmente se ha determinado que la diferencia entre
una confiscacién y la expropiacién radica en la existencia de los tres
elementos que observamos en el decreto de 1982: a) Declaratoria de
utilidad publica, b) adecuacién de la declaratoria a la Ley de Expro-
piacién y ¢) indemnizacién. Aunque las sociedades quejosas cuestionan
el primer y el tercer elemento, también es cierto que la Suprema Corte
ha establecido criterios que el pago de la indemnizacién puede diferirse
hasta el plazo de los diez afios establecidos en el articulo 20 de la Ley
de Expropiacién. Esto tltimo resulta obvio en el presente caso, ya que
si la expropiacién fue propiciada por la grave crisis econémica en la
cual vivimos, el pago se verd postergado ante lo exiguo de nuestra
hacienda publica.

2.6. Violacién a las decisiones fundamentales de la Constitucién. El
contradictorio contenido del articulo 28 permite la formulacién de argu-
mentos de esta naturaleza. Segin apreciamos en la seccién II de este
trabajo, la accién del Estado en la economia la entiende como excep-
cional y la llama “monopolio” tratindolo como un particular. La activi-
dad del Estado en la economia ha desbordado largamente este precepto
liberal desde los controles administrativos, como regulacién de precios,
la existencia de la Ley sobre atribuciones del Ejecutivo Federal en
materia econémica (1950) y, como decisién fundamental, ha sido con-
sagrado a nivel constitucional con las reformas de diciembre de 1982.
Esta es una tendencia irreversible y no podemos hablar de una retro-
actividad, pues la Constitucién, como norma fundamental, puede operar
retrospectivamente, ya que constituye una decisién del Poder Constitu-
yente Permanente en ejercicio de la facultad soberana de reformar la
Constitucién.

Por otra parte, la supuesta violacién a la garantia de libertad de
comercio e industria es completamente improcedente. Nadie tiene, ni
aun en los paises liberales clasicos, un “derecho” oponible al Estado
para dedicarse especificamente a la prestacién de servicios a la banca.
Es por ello que esta actividad naci6é bajo autorizacién, pues desde los
origenes de la banca en México, se le consideré una actividad de estre-
cha regulacién e intervencién estatal. El retiro implicito de las autori-
zaciones que se efectiia a través de una expropiacién, no despoja de
un derecho al autorizado, puesto que nunca lo tuvo, sino que el auto-
rizado gozaba tan sélo de un precario uso y explotaciéon de un servicio
considerado como de interés publico. El régimen de las autorizaciones
administrativas implica una actividad fuera de la actividad normal de
los particulares, de quienes, por supuesto, no se les reconoce derecho
alguno para efectuar dicha actividad.

3.1. Violacién a la Ley de Expropiacién por no adecuarse a las cau-
sales de utilidad publica. Crisis y trastornos como la econdémica que se
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traduce en inflacién, desempleo, desplome del capital y fuga de divisas
todos ellos en forma inusitada, resultan suficientes para legitimar deci-
ciones de expropiacién sobre las posibles fuentes promotoras de dicha
situacibn, :

3.2. Violacién a la Ley General de Instituciones de Crédito por no
aplicar las sanciones que ella determina en lugar de haber expropiado.
Con la tendencia de considerar como una sancién a la expropiacién, se
aduce este concepto de violacién. Sin embargo, este argumento deja
ver la naturaleza de la expropiacién o nacionalizacién, ya que en el
fondo subyace una decisién de politica gubernamental revestida con
consideraciones sociales y econémicas. La decisién nacionalizadora no
puede estar prescrita en textos juridicos como las rescisiones de contra-
tos. La propia Ley de Expropiacion, al enumerar las causales de utilidad
publica por las cuales se puede expropiar, es lo suficientemente amplia
y flexible como para permitir las necesarias consideraciones politicas,
sociales y econémicas que finalmente propicien la decisién gubernativa
de expropiar. La nacionalizacién es mas una decisién en uso de la
potestad estatal que un acto administrativo o judicial regulado y pres-
crito dogmaticamente por la ley.

3.3. Igual a 12.

3.4. Falta de tramitacién del expediente respectivo. La tramitacién
de un expediente no es el establecimiento de un procedimiento especi-
fico tal como lo consideran las quejosas. Asi se ha determinado por la
propia ejecutoria del 2 de diciembre de 1939 resuelta sobre el conflicto
petrolero.

3.5. Condicionamiento para el pago de la indemnizacién. La solicitud
de la exhibicién de acciones y cupones es un requerimiento légico y de
procedimiento (precisamente del expediente respectivo) para la deter
minacién de interés juridico para el pago de la indemnizacién.

3.6. Falta de identificacién de los propietarios afectados. El decreto
del 6 de septiembre de 1982 identifica por exclusién a las instituciones
expropiadas. La determinacién especifica de tales bienes corresponde,
obviamente, a la autoridad competente para levantar el inventario
pormenorizado.

3.8. Falta de aplicacién de las reglas generales de los contratos civiles.
Aunque las quejosas enfatizan que no gozaban del régimen de contratos
concesién para la prestacién de sus servicios bancarios y de crédito,
sino mas bien el de una autorizacién administrativa, con este concepto
de violacién pretenden privatizar la autorizacién y sujetarla a las re-
glas de los acuerdos entre partes. Este argumento es simbdlico del
poder negociador de las instituciones privadas de crédito al que estaban
acostumbradas con el Estado.
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3.9. Igual a 3.8.

3.10. Falta del refrendo por el titular de una Secretaria de Estado.
Lo que lleva al extremo la peregrina tesis del refrendo desconociendo

la delegaci6n de funciones que por las distintas leyes de la administra-
cién publica federal se ha reconocido desde 1891.
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